


4º. Se condene a la demandada, VODAFONE ESPAÑA SAU a los intereses 

legales correspondientes y costas derivadas de este proceso”. 

 
SEGUNDO.- Admitida a trámite la demanda, se dio traslado a la demandada, 

para que compareciese y contestase a la demanda en el plazo de veinte días, lo que 

hizo en el sentido de oponerse, alegando, en apoyo de sus pretensiones, los hechos 

y los fundamentos de derecho que estimaron de aplicación al caso, y terminó 

suplicando al Juzgado que se dictase Sentencia por la que se desestimase la 

demanda formulada de contrario, absolviendo a la demandada de las pretensiones 

formuladas. 

TERCERO.- Convocadas las partes a la preceptiva audiencia al juicio que 

señala la Ley el 24 de abril de 2019, y llegado que fue el día señalado, 

comparecieron ambas partes, exhortándose a las mismas para que llegaran a un 

acuerdo, que no se logró, afirmándose y ratificándose en sus respectivos escritos de 

demanda y contestación, y realizando las manifestaciones que obran en autos y 

solicitando el recibimiento del pleito a prueba, todo lo cual consta debidamente 

registrado en soporte apto para la grabación y reproducción del sonido y de la 

imagen, con el resultado que obra en autos. 

CUARTO.- El Acto del Juicio fue realizado el 9 de octubre de 2019 y que, tras 

la práctica de la prueba admitida en la Audiencia Previa, los Letrados realizaron las 

conclusiones sobre la prueba y quedaron los autos vistos para Sentencia. 

 
QUINTO.- En la tramitación de las presentes actuaciones se han observado 

las prescripciones legales. 

 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
PRIMERO.- La parte actora presentó demanda por vulneración del derecho al 

honor contra VODAFONE SAU. Alegó: 1)que , al solicitar financiación a 

través de una tarjeta de crédito, se le informó en su entidad bancaria que se 

encontraba incluida en el fichero de solvencia patrimonial ASNEF-EQUIFAX por un 

producto de telecomunicaciones, motivo por el que no le concedieron lo solicitado; 

2)que comprobó que estaba incluida en dicho fichero por la entidad SIERRA 

CAPITAL por un producto de telecomunicaciones con fecha de alta 22 de octubre de 

2014 y por importe de 70,02 euros; 3)que no tiene relación comercial con dicha 

entidad; 4)que contactaron con dicha entidad quien había comprado cartera de 

créditos a VODAFONE ESPAÑA SAU; 5)que tuvo un contrato con VODAFONE, que 

dio de baja por múltiples problemas, generando las incidencias que constan en el 

Hecho Sexto de la demanda; 6)que el pago de la cantidad que le reclama 

VODAFONE era controvertida; 7)que entiende que SIERRA es un mero instrumento 

involuntario de cobro ya que VODAFONE no tenía que haber cedido la cantidad, al 

no resultar pacífica; 8)que han sido infructuosos los intentos amistosos de arreglo del 

conflicto. 



 

 

SEGUNDO.- VODAFONE ESPAÑA SAU se opuso a la demanda solicitando 

una Sentencia íntegramente desestimatoria. Alegó: 1)falta de ligitimación pasiva de 

VODAFONE porque no se le puede atribuir culpa o negligencia, circunstancia que se 

le debería atribuir a SIERRA CAPITAL; 2)que no entiende cuál es el motivo de ser 

traída al pleito ni por qué se exige que abone cantidad alguna; 3)subsidiariamente 

alega que sí existía una deuda de la actora por importe de 70,02 euros; 4)que no 

existe incumplimiento alguno por parte de VODAFONE conforme a la legislación 

actual; 5)que la mera inclusión en ficheros de solvencia patrimonial no determina la 

existencia de una indemnización, pues tendría que haber acreditado los criterios 

para obtener la misma 

 
TERCERO.- Como premisas previas deben sentarse las siguientes. En primer 

término que la prueba es la actividad de las partes encaminada a convencer al Juez 

de la veracidad de unos hechos o de unas afirmaciones que se alegan como 

existentes. Para que el Juez llegue a este convencimiento es preciso que la prueba 

practicada tenga éxito. Respecto de la valoración de la prueba tanto la doctrina como 

la jurisprudencia suelen concluir que el instrumento a utilizar para ello es el de las 

máximas de experiencia. Pues bien de entre los distintos sistemas que la doctrina 

propone en torno a la prueba de los hechos constitutivos del derecho alegado por las 

partes contendientes en un proceso, deben destacarse el de la prueba legal o 

tasada, que impone al Juzgador un determinada criterio de valoración, aún en contra 

de su convicción, y el de la libre apreciación de la prueba a tenor del cual el Juez 

pondera el conjunto de las pruebas practicadas por los litigantes sobre los hechos 

objeto del debate extrayendo aquellos que le merezcan la calificación de ciertos a los 

efectos de dictar sentencia. Formalmente la ley establece la valoración tasada en la 

prueba de documentos públicos ( arts. 319 a 232 LEC y 1.218.1 º y 2 º, 1221.1 º, 2 º 

y 3º del CC ) documentos privados ( arts. 326 de la LEC y 1225 , 1227 , 1228 , 1229 

y 1230 del CC ), e interrogatorio de las partes ( art. 316.1 de la LEC ), dejando 

libertad en la valoración al Juez en las pruebas de peritos, testigos y reconocimiento 

judicial. En todo caso que la valoración de la prueba sea libre no significa que sea 

arbitraria ni que por ello no existan reglas de valoración sino que éstas no están 

contenidas en la ley. No obstante el Tribunal Supremo viene desarrollando una 

jurisprudencia que tiende fundamentalmente a implantar la libre valoración de la 

prueba, tendencia que se aprecia en primer término en la consagración de la 

llamada valoración conjunta de la prueba y en segundo lugar en la afirmación de que 

la prueba de interrogatorio de las partes es prueba equiparable al resto sin que tenga 

especial relevancia respecto de las demás pruebas. 

Todo ello conduce a la llamada doctrina de la carga de la prueba cuya 

finalidad es determinar para quien han de producirse las consecuencias 

desfavorables en el caso de que un hecho no haya resultado probado, carga que sin 

embargo sólo entra en juego cuando falta la necesaria prueba sobre los hechos 

controvertidos en el proceso. Como se ha dicho en gráfica frase "el problema de la 

carga de la prueba es el problema de su falta" . Así lo ha venido estimando la 

jurisprudencia cuando hace recaer sobre el litigante que no prueba, las 

consecuencias negativas de dicha ausencia ( SS TS 31 marzo y 14 abril 1998 entre 

otras muchas). El sistema de la carga de la prueba en nuestro derecho civil se 



articula hoy esencialmente en torno al art. 217 de la LEC , que sigue la tradicional 

doctrina del derogado art. 1214 del CC sobre las consecuencias negativas de la falta 

de prueba de un hecho para quien corresponda probarlo, estableciendo en su 

número primero que "cuando al tiempo de dictar sentencia o resolución semejante el 

Tribunal considera dudosos unos hechos relevantes para la decisión, desestimará 

las pretensiones del actor o del reconviniente, o las del demandado reconvenido, 

según corresponda a unos u otros la carga de probar los hechos que permanezcan 

inciertos y fundamenten las pretensiones", añadiendo a continuación en sus 

números segundo y tercero que "corresponde al actor y al demandado reconviniente 

la carga de probar la certeza de los hechos de los que ordinariamente se desprende 

según las normas jurídicas a ellos aplicables, el efecto jurídico correspondiente a las 

pretensiones de la demanda y de la reconvención" y que "incumbe al demandado y 

al actor reconvenido la carga de probar los hechos que conforme a las normas que 

les sean aplicables, impidan, extingan o enerven la eficacia jurídica de los hechos a 

que se refiere el apartado anterior" con lo que se sigue manteniendo la tradicional 

tesis de que corresponde al actor la prueba de los hechos normalmente constitutivos 

de su derecho y al demandado la de los impeditivos, modificativos, extintivos y 

excluyentes. 

 
En segundo lugar, que la actividad intelectual de valoración de la prueba se 

incardina en el ámbito propio de soberanía del juzgador, siendo así que a la vista del 

resultado de las pruebas practicadas en el acto del juicio el Juez "a quo" resulta 

soberano en la valoración de la prueba conforme a los rectos principios de la sana 

crítica, favorecido como se encuentra por la inmediación que le permitió presenciar 

personalmente el desarrollo de los medios probatorios. Cuando se trata de 

valoraciones probatorias la revisión de la sentencia deberá centrarse en comprobar 

que aquélla aparece suficientemente expresada en la resolución recurrida, y que las 

conclusiones fácticas a las que así llegue no dejen de manifiesto un error evidente o 

resulten incompletas, incongruentes o contradictorias, sin que, por lo demás, resulte 

lícito sustituir el criterio del juez "a quo" por el criterio personal e interesado de la 

parte recurrente. En conclusión, las partes en virtud del principio dispositivo y de 

rogación pueden aportar la prueba que estimen pertinente, siendo su valoración 

competencia de los Tribunales, sin que sea lícito tratar de imponerla a los 

juzgadores, y por lo que se refiere al recurso de apelación debe tenerse en cuenta, 

de una parte, que el Juzgador que recibe la prueba puede valorarla de modo libre, 

aunque nunca de manera arbitraria y, por otro, que si bien la apelación transfiere al 

tribunal de la segunda instancia el conocimiento pleno de la cuestión, ésta queda 

reducida a verificar si en la valoración conjunta del material probatorio se ha 

comportado el juez "a quo" de forma arbitraria, o si por el contrario, la apreciación 

conjunta del mismo es la procedente por su adecuación a los resultados obtenidos 

en el proceso. Por ello, dado que los preceptos de la LEC y CC relativos a las 

pruebas practicadas, no contienen reglas valorativas, sino admoniciones a los jueces 

y una apelación a la sana crítica y al buen sentido, para destruir una conclusión 

presuntiva del Juzgador, debe demostrarse que ha seguido, al establecer dicho nexo 

o relación, un camino erróneo, no razonable o contrario a las reglas de la sana lógica 

y buen criterio, constituyendo la determinación de dicho nexo lógico y directo un 



 

 

juicio de valor que está reservado a los tribunales y que hay que respetar en cuanto 

no se acredite que es irrazonable. 

 
Finalmente la jurisprudencia ha declarado que resulta innecesario examinar 

pormenorizadamente todas las pruebas, pues no se exige una investigación 

detallada de cada una de las practicadas, siendo suficiente que de su análisis se 

extraiga con convicción, un resultado fruto de la conjunción de dichos elementos 

probatorios ( SS TS 18 marzo y 7 noviembre 1994 , 19 diciembre 1996 , 9 junio y 31 

diciembre 1998 , entre otras). 

 
CUARTO.- La parte actora pretende que se declare la intromisión ilegítima en 

su derecho al honor por parte de la compañía telefónica que gira bajo el nombre 

comercial de VODAFONE ESPAÑA SAU, al haberle incluido en ficheros de morosos 

de forma indebida, condenando a la demandada a eliminar la deuda que justifica 

dicha inclusión y a abonar al actor, en concepto de indemnización por los daños y 

perjuicios causados, la cantidad de 12.000 €. No tanto por su inclusión directa sino 

por haber cedido a SIERRA CAPITAL una supuesta deuda con ella que no era 

cierta. 

 
El artículo 7.7 Ley de Protección del Derecho al Honor define éste en un 

sentido negativo, desde el punto de vista de considerar que hay intromisión por la 

imputación de hechos o la manifestación de juicios de valor a través de acciones o 

expresiones que de cualquier modo lesionen la dignidad de otra persona, 

menoscabando su fama o atentando contra su propia estimación. Doctrinalmente se 

ha definido como dignidad personal reflejada en la consideración de los demás y en 

el sentimiento de la propia persona. Por otro lado, el artículo 18.1 CE reconoce como 

derecho fundamental especialmente protegido mediante recurso de amparo el 

derecho al honor al ser una de las manifestaciones de la dignidad de la persona, 

proclamada en el artículo 10 de la Constitución. 

El derecho al honor protege frente a atentados en la reputación personal 

entendida como la apreciación que los demás puedan tener de una persona, 

independientemente de sus deseos (STC 14/2003, de 28 de enero); impidiendo la 

difusión de expresiones o mensajes insultantes, insidias infamantes o vejaciones que 

provoquen objetivamente el descrédito de aquella (STC 216/2006, de 3 de julio). 

Como datos muy relevantes para la resolución de la presente Litis, tenemos 

que tener en cuenta tres extremos: 

 
1) Consta que  está dada de alta en el 

Registro ASNEF EQUIFAX desde el 22 de octubre de 2014 por un supuesto impago 

de 70,02 euros, por un producto de TELECOMUNACIONES. 

 
2) SIERRA CAPITAL adquirió a VODAFONE ESPAÑA SAU la supuesta 

deuda mediante compraventa formalizada ante Notario el 24 de junio de 2013. 



3) Consta comunicación de ASNEF EQUIFAX comunicando al Juzgado que, 

hasta el 31 de julio de 2019 y desde la fecha de 22 de octubre de 2014, habían 

accedido a la ficha de : 

 
-  el 10 de noviembre de 2014. 

 
-  el 10 de noviembre de 2014. 

 
-  el 10 de noviembre de 2014. 

 
-  el 10 de noviembre de 2014, el 10 de julio de 2015, el 22 de marzo 

de 2016, el 6 de octubre de 2016, el 25 de abril de 2017 y el 7 de marzo de 2019. 

 
-  el 10 de noviembre de 2014, el 18 de abril de 2016 y el 17 

de noviembre de 2016. 

 
-  el 11 de noviembre de 2014, el 19 de abril de 2016, el 

6 de octubre de 2016, el 17 de noviembre de 2016, el 25 de abril de 2017 y el 7 de 

marzo de 2019. 

 
-  el 23 de diciembre de 2014, el 23 de diciembre de 

2015 y el 24 de diciembre de 2015. 

 
-  el 10 de julio de 2015 y el 6 de octubre de 2016. 

 
-  el 18 de abril de 2016, el 17 de noviembre de 2016. 

 
-  el 17 de noviembre de 2016. 

 
-  el 17 de noviembre de 2016. 

 

-  el 23 de noviembre de 2016 y el 3 de agosto de 

2017- 
 

-  el 4 de agosto de 2017 

Sentencias del Tribunal Supremo, de 29 de enero de 2013, 6 de marzo de 

2013 y 22 de enero del 2014, desarrollan la doctrina jurisprudencial sobre protección 

del derecho al honor, al señalar la primera de ellas que: 

"A) Esta Sala, en su Sentencia de Pleno de 24 de abril de 2009, reiterando la 

doctrina que ya sentó la STS de 5 de julio de 2004, ha estimado que la inclusión en 

un registro de morosos, erróneamente, sin que concurra veracidad, es una 

intromisión ilegítima en el derecho al honor, por cuanto es una imputación, la 

de ser moroso, que lesiona la dignidad de la persona y menoscaba su fama y 

atenta a su propia estimación, precisando que es intrascendente el que el 

registro haya sido o no consultado por terceras personas, ya que basta la 

posibilidad de conocimiento por un público, sea o no restringido y que esta 



 

 

falsa morosidad haya salido de la esfera interna del conocimiento de los 

supuestos acreedor y deudor, para pasar a ser de una proyección pública, de 

manera que si, además, es conocido por terceros y ello provoca unas consecuencias 

económicas (como la negación de un préstamo hipotecario) o un grave perjuicio a un 

comerciante (como el rechazo de la línea de crédito) sería indemnizable, además del 

daño moral que supone la intromisión en el derecho al honor y que impone el artículo 

9.3 Ley de Protección del Derecho al Honor. 

B) Norma esencial en la materia es la LO 15/1999 de 13 diciembre, de 

Protección de Datos de Carácter Personal (LOPD) que derogó la LO 5/1992 de 29 

octubre de Regulación del Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter 

Personal. Dicha ley, según dice su artículo 1, tiene por objeto garantizar y proteger, 

en lo que concierne al tratamiento de los datos personales las libertades públicas y 

los derechos fundamentales de las personas físicas, y especialmente de su honor e 

intimidad personal y familiar. Su artículo 4, dentro del Título II referido a los 

«Principios de la Protección de datos», establece como exigencia para la recogida y 

tratamiento de los datos que sean pertinentes y adecuados a la finalidad para la que 

fueran recogidos y que sean exactos en el momento de instar la correspondiente 

inscripción. Además, dicha Ley dedica el artículo 29 a lo que denomina prestación de 

servicios de información sobre solvencia patrimonial y crédito (que prácticamente 

reproduce el antiguo artículo 28 LO 5/1992), precepto del que se desprende que 

quienes se dediquen a la prestación de servicios de información sobre solvencia 

patrimonial y crédito, solo pueden tratar datos de carácter personal obtenidos de 

fuentes accesibles al público, procedentes de informaciones facilitadas por el 

interesado o con su consentimiento, o relativas al cumplimiento o incumplimiento de 

obligaciones dinerarias facilitados por el acreedor o por quien actúa por su cuenta o 

interés. En estos casos debe notificarse al interesado respecto de quien se hayan 

registrado datos de carácter personal en ficheros, en el plazo de 30 días, una 

referencia de los que hayan sido incluidos y de su derecho a recabar información de 

todos ellos (artículo 29.1 y 2); cuando el interesado lo solicite, el responsable del 

tratamiento debe comunicarle los datos así como las evaluaciones y apreciaciones 

que sobre los mismos hayan sido comunicadas en los últimos 6 meses y el nombre y 

entidad a la que se hayan revelado los datos (artículo 29.3), que deben ser veraces y 

en ningún caso deben tener una antigüedad superior a 6 años cuando sean 

adversos (artículo 29.4). Por su parte el artículo 19 LOPD, reconoce al interesado el 

derecho a ser indemnizado cuando sufra daño o lesión en sus bienes o derechos 

como consecuencia del incumplimiento de la Ley por el responsable o encargado del 

tratamiento. En todo caso, hay que partir de la premisa de que los datos registrados 

y divulgados deben ser exactos y puestos al día de forma que respondan a la 

situación actual del afectado, y si resultan ser inexactos, deben ser rectificados, 

cancelados o sustituidos de oficio sin perjuicio del derecho de rectificación 

reconocido en el artículo 16, así como cuando hayan dejado de ser necesarios 

(artículo 4). 

C) Por otro lado, es sumamente interesante la Instrucción n° 1/1995 de la 

Agencia de Protección de Datos relativa a la Prestación de Servicios de Información 

sobre Solvencia Patrimonial y Crédito, cuya norma primera establece que la 

inclusión de los datos de carácter personal en los ficheros relativos al cumplimiento o 



incumplimiento de obligaciones dinerarias, a los que se refiere el artículo 28 LO 

5/1992 (hoy artículo 29 LO 15/1999), debe efectuarse solamente cuando concurran 

los siguientes requisitos: 

a) Existencia previa de una deuda cierta, vencida y exigible, que haya 

resultado impagada y 

b) Requerimiento previo de pago a quien corresponda, en su caso, el 

cumplimiento de la obligación. Y añade que no podrán incluirse en los ficheros de 

esta naturaleza datos personales sobre los que exista un principio de prueba 

documental que aparentemente contradiga alguno de los requisitos anteriores, y 

dicha circunstancia determinará igualmente la desaparición cautelar del dato 

personal desfavorable en los supuestos en que ya se hubiera efectuado su inclusión 

en el fichero; por otro lado, establece la Instrucción que el acreedor o quien actúe 

por su cuenta e interés debe asegurarse que concurren todos los citados requisitos 

en el momento de notificar los datos adversos al responsable del fichero común; así 

mismo sienta la obligación del acreedor o quien actúe por su cuenta al responsable 

del fichero común de comunicar el dato inexistente o inexacto, con el fin de obtener 

su cancelación o modificación, en el mínimo tiempo posible, y en todo caso en una 

semana. 

En suma, la mencionada Instrucción (y la propia LO 15/1999) descansa en 

principios de prudencia, ponderación y sobre todo, de veracidad, de modo que los 

datos objeto de tratamiento deben ser auténticos, exactos, veraces y deben estar 

siempre actualizados, y por ello el interesado tiene derecho a ser informado de los 

mismos y a obtener la oportuna rectificación o cancelación en caso de error o 

inexactitud, y en cuanto a obligaciones dinerarias se refiere, la deuda debe ser 

además de vencida y exigible, cierta, es decir, inequívoca, indudable, siendo 

necesario además el previo requerimiento de pago; por tanto no cabe inclusión de 

deudas inciertas, dudosas, no pacíficas o sometidas a litigio, bastando para ello que 

aparezca un principio de prueba documental que contradiga su existencia o certeza". 

 
La STS citada de 6 de marzo de 2013 añade que "La inclusión en los registros 

de morosos no puede ser utilizada por las grandes empresas para buscar obtener el 

cobro de las cantidades que estiman pertinentes, amparándose en el temor al 

descrédito personal y menoscabo de su prestigio profesional y a la denegación del 

acceso al sistema crediticio que supone aparecer en un fichero de morosos, evitando 

con tal práctica los gastos que conllevaría la iniciación del correspondiente 

procedimiento judicial, muchas veces superior al importe de las deudas que 

reclaman. Por tanto, esta Sala estima que acudir a este método de presión 

representa en el caso que nos ocupa una intromisión ilegítima en el derecho al honor 

de la recurrente, por el desvalor social que actualmente comporta estar incluida en 

un registro de morosos y aparecer ante la multitud de asociados de estos registros 

como morosa sin serlo, que hace desmerecer el honor al afectar directamente a la 

capacidad económica y al prestigio personal de cualquier ciudadano entendiendo 

que tal actuación es abusiva y desproporcionada, apreciándose en consecuencia la 

infracción denunciada ". 



 

 

Sobre esta materia indica la AP de Baleares en sentencia de 16 de mayo de 

2019 : " A la hora de calibrar las consecuencias de lo sucedido, avanzaremos un 

paso más para plasmar otro dato objetivo, derivado de la legislación aplicable, que 

determina los requisitos necesarios para publicar en los ficheros una determinada 

deuda, puesto que el art. 29.4 de la L.O. 15/1.999, de 13 de diciembre, de Protección 

de Datos de Carácter Personal , establece que "sólo se podrán registrar y ceder los 

datos de carácter personal que sean determinantes para enjuiciar la solvencia 

económica de los interesados y que no se refieran, cuando sean adversos, a más de 

seis años, siempre que respondan con veracidad a la situación actual de aquéllos", 

mientras los arts. 38 y 39 del Real Decreto 1720/2.007, de 21 de diciembre , por el 

que se aprueba el Reglamento de desarrollo de esta Ley, a propósito de su art. 29, 

exigen igualmente para la inclusión en los ficheros de datos de carácter personal que 

éstos sean determinantes para enjuiciar la solvencia económica del afectado, la 

existencia previa de una deuda cierta, vencida y exigible que haya resultado 

impagada y que se haya requerido de pago al deudor, informándole de que en caso 

de no producirse su abono en el término previsto para ello y cumpliéndose los 

demás requisitos, los datos relativos al impago podrán ser comunicados a ficheros 

relativos al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones dinerarias. La doctrina 

legal ha abordado esta cuestión repetidamente y reconoce que tanto la Ley como la 

Instrucción nº 1/1.995 de la Agencia de Protección de Datos relativa a la prestación 

de Servicios de información sobre solvencia patrimonial y crédito, dictada bajo la 

vigencia de la Ley Orgánica 5/1.992 para adecuar los tratamientos automatizados a 

los principios de la Ley, descansan en principios de prudencia y ponderación y, 

sobre todo de veracidad, de modo que los datos objeto de tratamiento deben ser 

auténticos, exactos, veraces y deben estar siempre actualizados; en el caso de 

obligaciones dinerarias la deuda ha de ser inequívoca y no cabe incluir las inciertas, 

dudosas, no pacíficas o litigiosas (cf.S.A.P. de Madrid -Sección 11ª- nº 231/2.017, de 

15 de junio ). 

 
La importancia del rigor legalmente exigido y que debe observarse al incluir la 

información en tales ficheros, se pone perfectamente de relieve si observamos la 

doctrina contenida en la S.T.S. (Pleno), de 24 de abril de 2.009 , que ratifica anterior 

doctrina del mismo Tribunal plasmada en su sentencia de 5 de julio de2.004 , 

resoluciones que determinan que la inclusión en un registro de morosos 

erróneamente, por lo tanto sin que exista veracidad, constituye una intromisión 

ilegítima en el derecho al honor , por cuanto la imputación de que se es moroso 

lesiona la dignidad de la persona y menoscaba su fama atentando a su propia 

estimación. Indica asimismo el Tribunal Supremo que es intrascendente que el 

registro haya sido o no consultado por terceras personas, ya que basta la posibilidad 

de conocimiento por un público sea o no restringido y que esta falsa morosidad haya 

salido de la esfera interna de conocimiento de los supuestos acreedor y deudor para 

pasar a ser de proyección pública, de manera que si, además, es conocido por 

terceros y ello provoca unas consecuencias económicas o un grave perjuicio, éste 

sería indemnizable además del daño moral que supone la intromisión en el derecho 

al honor y que impone el art. 9 de la Ley Orgánica de Protección del Derecho al 

Honor " 



Como primer motivo de oposición, alega la demandada la falta de legitimación 

pasiva, habida cuenta que ella no cedió los datos a ASNEF sino que fue SIERRA 

CAPITAL. Comparto plenamente el razonamiento de la Sentencia Audiencia 

Provincial de Asturias, Sección 6ª, Sentencia 271/2018 de 22 Jun. 2018, Rec. 

242/2018, Fundamento de Derecho Segundo, cuando señala: 

“SEGUNDO.- Así centrados los términos de la impugnación, estando como 

está acreditado por cuanto se razona en la recurrida, que en este caso la deuda 

incluida en el registro de insolvencia patrimonial, era absolutamente improcedente y 

por ello inexistente, la cuestión que con el presente recurso se plantea a la decisión 

de la Sala no es otra que la de determinar si concurre o no en la entidad de telefonía 

demandada, legitimación para soportar esa pretensión de intromisión ilegítima en el 

derecho al honor del actor y las consecuencias indemnizatorias de la misma 

derivadas, teniendo en cuenta que es doctrina jurisprudencial pacifica recogida entre 

otras en las recientes STS de fecha 19 de noviembre de 2014 y 1 de marzo de 2016, 

la que ha venido declarando que "...la inclusión indebida en un fichero de morosos 

vulnera el derecho al honor de la persona cuyos datos son incluidos en el fichero, 

por la valoración social negativa de las personas incluidas en estos registros y 

porque la imputación de ser "moroso" lesiona la dignidad de la persona, menoscaba 

su fama y atenga a su propia estimación « pues esta clase de registros suele incluir 

a personas valoradas socialmente en forma negativa o al menos con recelos y 

reparos [...] es una imputación, la de ser moroso, que lesiona la dignidad de la 

persona y menoscaba su fama y atenta a su propia estimación". 

Pues bien al respecto ha de llegarse a una conclusión afirmativa, pues acreditado 

como está que aun cuando la inclusión en el registro de morosos fue llevada a cabo 

por la empresa Sierra Capital (asi consta en la certificación de Equifax obrante al f. 

16 de los autos), la verdadera responsable de esa inclusión en un fichero de 

morosos de una deuda que se evidencio inveraz, lo fue la demandada, toda vez que 

conociendo como conocía, por la existencia de reclamaciones previas del actor, que 

éste negaba adeudar cantidad alguna por el concepto de compromiso de 

permanencia ya desde que le fue notificada la factura de 99 € por ese concepto en 

diciembre del año 2011, como asi efectivamente era y ha puesto de manifiesto la 

prueba documental y testifical practicada en estos autos, procedió a ceder los datos 

personales del actor, en concreto esa factura de deuda inexistente, englobada en un 

contrato de cesión en bloque de créditos, a favor de la entidad Sierra Capital, que sin 

mas, esto es, sin mediar requerimiento previo de pago o comunicación de la cesión 

al actor, procedió a la inclusión de la misma en el Registro de Morosos. 

De ello deriva que la actuación de la empresa de telefonía demandada 

procediendo a incluir en una cesión global de créditos, una deuda que le constaba 

era discutida y que se evidenció inexistente, ha de estimarse tuvo un aporte 

causal determinante en la inclusión indebida en tal registro de insolvencia 

patrimonial de la misma, de donde resulta una clara imputación de 

responsabilidad en la demandada en tal inclusión, pues fue el error de la 

misma en la emisión de una factura por un concepto indebido, en cuanto 



 

 

carente de base alguna en el contrato suscrito entre las partes, la que determinó 

la inclusión del actor en Registro de Morosos por una cesión de créditos que se 

evidenció del todo indebida. 

Ello justifica deba asumir igualmente en este caso los métodos improcedentes 

empleados por la cesionaria para obtener el pago de una deuda y con ello las 

consecuencias de la intromisión ilegítima en el honor del actor que de esa indebida 

inclusión deriva. 

De hecho la citada cesión de un crédito inexistente en este caso se ha 

traducido en una cesión de datos personales del actor que hubiera exigido de su 

consentimiento pues aun cuando el apartado 2 de los arts. 6 y 11 de la LPDP, 

contempla como excepción a ese necesario consentimiento "cuando se refieran a las 

partes de un contrato o precontrato de una relación negocial, laboral o administrativa 

y sean necesarios para su mantenimiento o cumplimiento" o bien, "el hecho de la 

cesión este autorizada en una Ley", como lo es la que en el ámbito civil autoriza la 

cesión de créditos, cuya consecuencia es la sustitución de la persona del acreedor 

por otra respecto al mismo crédito y supone un cambio de acreedor quedando el 

nuevo con el mismo derecho del anterior y quedando el antiguo ajeno a la relación 

crediticia ( sentencias TS de 26 de septiembre de 2002 y 18 de julio de 2005 ), 

cesión que no precisa el consentimiento del deudor, ello no obstante, para que tal 

cesión de créditos permita esa exclusión de la exigencia del consentimiento para la 

cesión de datos personales que genera, según doctrina de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo recogida entre otras en sentencia del TS fecha 17 de septiembre de 

2010 , citada en la de igual Sala de la Audiencia Nacional de fecha 25 de julio de 

2017, es necesario la efectiva existencia del crédito que justifique la cesión de datos 

del deudor, de modo que cuando como aquí sucede la deuda cedida es inexistente, 

no concurre cesión de créditos que habilite la cesión de datos sin previo 

consentimiento y comunicación de la misma al supuesto deudor cedido”. 

Por lo tanto, para ceder un crédito éste tiene que ser existente y lo que se 

debe dilucidar si realmente la demandada podría ceder ese supuesto crédito, por lo 

que habría que analizar el mismo. Por todo ello, se desestima tal excepción alegada 

por la demandada. En el mismo sentido, Audiencia Provincial de A Coruña, Sección 

5ª, Sentencia 165/2019 de 17 Abr. 2019, Rec. 225/2018. 

 
Por lo tanto, deberíamos preguntarnos si la deuda era o no discutida. 

Elemento muy relevante es que fue requerida la demandada en la Audiencia Previa 

a la transcripción por escrito de las grabaciones de las conversaciones mantenidas 

entre la demandante y el servicio de atención al cliente de la demandada y en 

concreto, las referentes a las incidencias P133632996, I32637484, P1376130431, 

P1568623361, P1572096274 y la I35768640. Igualmente fue requerida a aportar 

todas las incidencias al NIF 34998354 j o bien con las líneas 986642661 y 

673566915. Se desconoce por qué no se han aportado tales grabaciones o bien, su 

constancia por escrito porque, tal como señalaré después respecto al testigo  

, sí existe tal constancia escrita. Ha sido la voluntad de la 

demandada su no aportación, no pudiendo realizar un nuevo requerimiento como así 

pretendía la Letrada que asistió al Juicio, debido a que tal documental fue requerida 



en abril de 2019, siendo la fecha del juicio el 9 de octubre. Por lo tanto, si hubiese 

querido la demandada podría haberlo aportado suficientemente, ya que ha tenido 

tiempo para ello. 

 
Conforme al 329 LEC y al no cumplir el requerimiento de forma injustificada, 

se le permite atribuir la fuerza probatoria al contenido del documento que la otra 

parte hubiese dado y por lo tanto, tenemos que estar al contenido de la demanda en 

su Hecho Sexto y Séptimo, esto es, la existencia de multitud de incidencias en el 

desarrollo del servicio. 

 
A esa controversia con la deuda en la presente Litis ha contribuido la testifical 

del Sr.  quien ha narrado como fue consultor que realizó los servicios 

de gestión y administración para la demandada, realizando sus servicios durante tres 

años. Que cuando cambió el sistema de facturación de la demandada se contrató a 

INDRA y a técnicos para realizar la facturación y activación, estando él. 

 
El mismo ha relatado que ha observado los documentos obrantes en autos. 

De esta forma y como se puede observar en la factura adjuntada como documento 9 

(noviembre a diciembre de 2011) consta un abono pendiente de facturas anteriores 

de 2,77 euros, señalando el  que eso es debido a que el cliente mostró 

disconformidad antes de la realización de la factura. Que las devoluciones de oficio 

no se hacen. 

 
Asimismo y si observamos el abono de diciembre por importe de 18,88 euros, 

ha manifestado que realizaron así el sistema y se debe a que fue un error de patrón 

y que por lo tanto, era necesaria una factura rectificante. 

 
Igualmente y como ha podido señalar el testigo el abono de diciembre se 

recibía en enero y que por error del sistema que diseñaron no consta en factura. 

 
Asimismo y como es observable en las facturas que ha ayudado el testigo a 

descifrar (por su complejidad técnica) ha ocurrido lo mismo en las adjuntadas en los 

documentos 5 a 7. Que la primera factura es similar a lo que tenía el cliente 

contratado pero por alguna razón VODAFONE cambia de precios, haciendo el 

cliente en la siguiente factura una queja el cliente y Vodafone carga. Que esto es 

debido a que si observamos las facturas se observa una forma de pago distinta y 

cuando pone que se realiza por transferencia bancaria lo debería haber realizado 

VODAFONE y cuando hubiera solucionado el cargo se lo hubiese repercutido al 

cliente pero la realidad es que no lo hace. Igualmente destaca como en la factura 3 

se le cortan los servicios por error. Aludió a un extremo relevante y es que 

VODAFONE registra las deudas y reclamaciones en una pantalla y como hemos 

visto, en el caso actual, no lo hizo y que la supuesta deuda derivaba de la cuota y no 

del consumo. 

 
Con estos problemas narrados es evidente que la supuesta deuda que tenía 

la actora cuando la cedió a SIERRA no era exacta, ni cierta, ni verídica ni pertinente, 



 

 

al no resultar que le adeudase la citada cantidad. Como hemos dicho, sería fácil para 

la demandada probar que la deuda existía si se hubiesen aportado pantallazos y 

toda la documental existente, incluso con las grabaciones que tampoco se aportaron. 

 
De lo expresado por el testigo se evidencia que los abonos de la actora no se 

realizaron en la cuota sino en el consumo, con lo que provoca que la reclamación 

debería haber sido menor. De igual forma, en la factura que consta como documento 

9, se facturó por todo el período completo y no le aplicaron la cuota, que debería ser 

menor. 

 
En consecuencia, la demandada tendría que haber reclamado dicha cantidad 

judicialmente o por otro medio que permitiese acreditar la veracidad de la misma. No 

es lícita ni ética la actuación de este tipo de empresas como la demandada que, por 

cantidades tan pequeñas como la reclamada, ceden los créditos sin comprobar 

realmente la certeza de la misma o bien, directamente incluyen los datos en registros 

de morosos como medio de presión para que le abonen determinadas cantidades 

que no son pertinentes. 

 
Por lo expuesto, habiendo realizado el acto de ceder un crédito que 

verdaderamente era controvertido, con pleno conocimiento de ello, lo que provocó 

que se le introdujese en un Registro de Morosos, constituye una vulneración del 

derecho al honor de la demandante. 

 
En cuanto al quantum indemnizatorio, debe estar a la jurisprudencia sentada 

por el Tribunal Supremo, pudiendo citarse la sentencia 388/2018, de 21 de junio, de 

la Sección 1ª de su Sala de lo Civil ( ROJ: STS 2296/2018 - ECLI:ES:TS:2018:2296), 

a cuyo tenor: 

“La sentencia 261/2017, de 26 de abril , hace una síntesis de la doctrina 

relevante sobre la materia, de interés para el recurso, sostenida por la sala. 

i) El artículo 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982 , en su redacción anterior a la 

reforma operada por la Ley Orgánica 5/2010, que entró en vigor a partir del 23 de 

diciembre de 2010 y que es la aplicable dada la fecha de los hechos, dispone que 

"La existencia de perjuicio se presumirá siempre que se acredite la intromisión 

ilegítima. La indemnización se extenderá al daño moral que se valorará atendiendo a 

las circunstancias del caso y a la gravedad de la lesión efectivamente producida, 

para lo que se tendrá en cuenta en su caso, la difusión o audiencia del medio a 

través del que se haya producido. También se valorará el beneficio que haya 

obtenido el causante de la lesión como consecuencia de la misma". Esta Sala ha 

declarado en STS de 5 de junio de 2014, rec. núm. 3303/2012 , que dada la 

presunción iuris et de iure , esto es, no susceptible de prueba en contrario, de 

existencia de perjuicio indemnizable, el hecho de que la valoración del daño moral 

no pueda obtenerse de una prueba objetiva no excusa ni imposibilita legalmente a 

los tribunales para fijar su cuantificación, "a cuyo efecto ha de tenerse en cuenta y 

ponderar las circunstancias concurrentes en cada caso ( sentencias de esta sala 

núm. 964/2000, de 19 de octubre , y núm. 12/2014, de 22 de enero )". Se trata, por 



tanto, "de una valoración estimativa, que en el caso de daños morales derivados de 

la vulneración de un derecho fundamental del art. 18.1 de la Constitución , ha de 

atender a los parámetros previstos en el art. 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982 , de 

acuerdo con la incidencia que en cada caso tengan las circunstancias relevantes 

para la aplicación de tales parámetros, utilizando criterios de prudente arbitrio". 

(ii) También ha afirmado la sala que no son admisibles las indemnizaciones 

de carácter meramente simbólico. 

Como declara la sentencia de esta Sala núm. 386/2011, de 12 de diciembre , 

"según la jurisprudencia de esta Sala (SSTS de 18 de noviembre de 2002 y 28 de 

abril de 2003 ) no es admisible que se fijen indemnizaciones de carácter simbólico, 

pues al tratarse de derechos protegidos por la CE como derechos reales y efectivos, 

con la indemnización solicitada se convierte la garantía jurisdiccional en un acto 

meramente ritual o simbólico incompatible con el contenido de los artículos 9.1 , 1.1 . 

y 53.2 CE y la correlativa exigencia de una reparación acorde con el relieve de los 

valores e intereses en juego (STC 186/2001, FJ 8)" ( STS 4 de diciembre 2014, rec. 

núm. 810/2013). 

(iii) La inclusión de los datos de una persona en un registro de morosos sin 

cumplirse los requisitos establecidos por la LOPD, sería indemnizable en primer 

lugar la afectación a la dignidad en su aspecto interno o subjetivo, y en el externo u 

objetivo relativo a la consideración de las demás personas. 

Para valorar este segundo aspecto afirma la sentencia núm. 81/2015, de 18 de 

febrero , que ha de tomarse en consideración la divulgación que ha tenido tal dato, 

pues no es lo mismo que sólo hayan tenido conocimiento los empleados de la 

empresa acreedora y los de las empresas responsables de los registros de morosos 

que manejan los correspondientes ficheros, a que el dato haya sido comunicado a 

un número mayor o menor de asociados al sistema que hayan consultado los 

registros de morosos. 

También sería indemnizable el quebranto y la angustia producida por las gestiones 

más o menos complicadas que haya tenido que realizar el afectado para lograr la 

rectificación o cancelación de los datos incorrectamente tratados. 

4.- La sentencia 512/2017 , de 221 de septiembre, declara que una 

indemnización simbólica, en función de las circunstancias que concurren, tiene un 

efecto disuasorio inverso. 

"No disuade de persistir en sus prácticas ilícitas a las empresas que incluyen 

indebidamente datos personales de sus clientes en registros de morosos, pero sí 

disuade de entablar una demanda a los afectados que ven vulnerado su derecho al 

honor puesto que, con toda probabilidad, la indemnización no solo no les 

compensará el daño moral sufrido sino que es posible que no alcance siquiera a 

cubrir los gastos procesales si la estimación de su demanda no es completa."". 

En el caso que nos ocupa debe tenerse por acreditado; primero, que el 

periodo de inclusión indebida en el fichero se mantuvo en el tiempo, según la propia 

apelante (página 3 del recurso), durante 8 meses, escasos (del 7 de febrero de 

2016, al 2 de octubre del mismo año); y segundo, que durante dicho periodo se 

produjeron un total de doce consultas realizadas por siete entidades distintas. 

Partiendo de lo expuesto, debe concluirse que la indemnización fijada en la 

sentencia de instancia (3500 euros) es meramente simbólica pues, " con toda 



 

 

probabilidad, (...) no (...) compensará el daño moral sufrido" una vez descontados " 

los gastos procesales" asumidos por la actora, dada la estimación parcial y la no 

condena en costas a la parte contraria”. 

La Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona, Sección 17ª, Sentencia 

219/2019 de 1 Abr. 2019, Rec. 1069/2018 señala: 

 
“De este modo; teniendo en cuenta la extrema dificultad de cuantificar la 

indemnización por daños morales en estos casos; dado que en la sentencia 

659/2017, de 5 de octubre, dictada por esta misma sección (citada por la recurrente), 

consideró adecuada una indemnización de 10000 euros en un supuesto en el que la 

duración de la inclusión fue de un año y fueron cuatro las entidades que consultaron 

el dato; y dado que, resultando deseable el mantenimiento de los criterios decisorios 

del tribunal ad quem, no se ha acreditado ninguna circunstancia que aconseje 

modificar el criterio; debe procederse a la estimación del recurso en relación a este 

extremo y fijarse la indemnización a abonar a la demandada en un importe de 10000 

euros”. 

 
En el mismo sentido, la Audiencia Provincial de Asturias, Sección 6ª, 

Sentencia 128/2019 de 29 Mar. 2019, Rec. 74/2019. 

 
Esto ocurre en el presente supuesto donde varias entidades han accedido al 

fichero desde 2014, donde de esas entidades algunas pueden suponer el 

incremento del pago de una prima o la concesión o no de un préstamo. Por lo tanto, 

entiendo que la cantidad a indemnizar el presente supuesto es de 10.000 euros, 

teniendo en cuenta que se han fijado estas indemnizaciones en los supuestos 

anteriormente descritos y que el TS no ha tenido un criterio uniforme: 

 
-9000 euros en la STS 17/2013 de 6 de marzo de 2013. 

 
-12.000 euros en la STS 312/2014 de 5 de junio de 2014. 

 
-6000 euros en la STS 12/2014 de 22 de enero de 2014. 

 
-12.000 euros en la STS 226/2012 de 9 de abril de 2012. 

 
-7500 en la STS 740/20015 en la Sentencia de 22 de diciembre de 2015. 

 
-10000 euros en la Sentencia 746/2015, de 22 de diciembre de 2015. 

 
La cantidad objeto de condena hace que no tenga un carácter simbólico sino 

que debe reputarse que el acceso a un registro de morosos por entidades, supone 

un descrédito personal que si bien, no se ha acreditado un daño patrimonial, ello no 

significa que las entidades que consultaron el registro y el nombre de la actora, no lo 

tuvieran en cuenta para no conceder un crédito o aumentar la prima de un seguro. 



QUINTO.- Los intereses que se devengarán serán los previstos en los 

artículos 1.101 y 1.108 del CC desde la fecha de reclamación judicial, 4 de abril de 

2018. 

SEXTO.- Sin imposición de costas. 

 
Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación, 

 

 
FALLO 

 
QUE DEBO ESTIMAR Y ESTIMO PARCIALMENTE la demanda interpuesta por 

, asistida de la Letrada  y 

representada por el Procurador de los Tribunales    contra 

VODAFONE ESPAÑA SAU, asistida en el Acto del Juicio por la Letrada  

 y representada por la Procuradora de los Tribunales  

y, en consecuencia: 

1º. Se declara que la mercantil demandada, VODAFONE ESPAÑA SAU ha 

cometido una intromisión ilegítima en el honor de la demandante,  

, al incluir sus datos indebidamente en el fichero de morosos 

ASNEF-EQUIFAX, condenándola a estar y pasar por ello. 

2º. Se declara que VODAFONE ESPAÑA SAU mantuvo indebidamente por tres 

años y medio, más el tiempo previsible que aún resta hasta el cumplimiento de la 

obligación de hacer por la demandada en el registro de solvencia patrimonial ASNEF 

EQUIFAX datos relativos a , atribuyendo a los mismos una situación de 

riesgo por morosidad, cuando no era cierto. 

3º. Se condena a la mercantil demandada, VODAFONE ESPAÑA SAU al pago 

de la cantidad de DIEZ MIL EUROS a la demandante  

 en concepto de indemnización por daños morales derivados de su indebida 

inclusión en el fichero de moros ASNEF-EQUIFAX. 

4º. Se condena a la demandada a los intereses del Fundamento Jurídico Quinto. 

5º. Sin costas. 

Notifíquese a las partes haciéndoles saber que contra la misma podrá 

interponerse recurso de apelación, ante la Ilma. Audiencia Provincial de Pontevedra, en 

el plazo de VEINTE días a contar desde su notificación, previa consignación de la 

cantidad exigida al efecto. 

 
Así por esta mi resolución lo pronuncio, mando y firmo. 




